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Diagrama de correlación de Derechos 

Fuente: Elaboración propia.

De lo mencionado entonces debo concluir 
que el tema de la informalidad en la ciudad ha 
venido siendo tratado como un tema de exclu-
sión que generó además dos tipos de ciudada-
no: el que propone proyectos con una norma 
orgánica y ordinaria y en sujeción al planea-
miento de la Ciudad y el otro que por todas las 
condiciones económicas y sociales manifestadas 
tiene la necesidad de pedir las garantías de sus 
derechos con procesos extraordinarios y de ex-
cepción que establecen normas de regulariza-
ción y legalización.

Sin pretender que las dos conductas des-
critas sean universalizadas en un ordenamien-
to jurídico, lo cual sería un despropósito, si es 
necesario hacer valer la lógica de equidad en 
ambos casos, algo que solo será posible cuando 
la planificación de las ciudades incluyan como 
un tema integral el tratamiento de la informa-
lidad, cuando las obligaciones de los propieta-
rios del suelo sean visibilizadas y equiparadas 
a sus derechos y cuando se empiece realmente 
a elaborar políticas de educación urbana y am-
biental para generar conciencia en la sociedad 
que el suelo es un bien perecible y que tanto la 

informalidad como una planificación ineficiente 
terminará por agotar este recurso.

En Ecuador está pendiente la aprobación, 
en segundo debate, de una ley para el trata-
miento territorial de las ciudades y al igual que 
en Colombia con su Ley Nº 388 o en Brasil 
con el Estatuto de la Ciudad sigue el proceso 
de espera, una espera que urge una resolución 
más aún en la coyuntura del cumplimiento de 
los nuevos objetivos del desarrollo sostenible 
y de la próxima Conferencia sobre Vivienda y 
Desarrollo Urbano Sostenible Hábitat III, que 
se llevará a cabo en este país en la semana del 17 
de octubre de 2016.
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Informalidad y Derecho a la Ciudad en Ecuador

Arq. José Morales*

* Arq. José Morales 
Arquitecto urbanista y docente universitario (PUCE 
Ecuador). Director de Hábitat y Asentamientos Hu-
manos del Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda 
(MIDUVI) de Ecuador. Especialista en Planificación 
Urbana y Territorial, Legislación Urbana y Política 
Pública Urbanística.

Al igual que en toda América Latina, las 
ciudades ecuatorianas han ido experimentado 
procesos muy fuertes de informalidad territo-
rial urbana, relacionados con manejos electora-
les, especulación, mercado de suelo informal, y 
falta de capacidad técnica y de gestión de los 
gobiernos municipales.

Este fenómeno, muy concentrado en las dos 
ciudades más grandes de Guayaquil y Quito 
desde los años setenta, dio un giro importante a 
partir de la relocalización de fuentes de trabajo 
hacia municipios medianos y pequeños en los 
años 90, que, en la actualidad, son los que pre-
sentan tasas de crecimiento más importantes.1

De la misma manera, esto ha significado una 
inversión de las proporciones entre población 
urbana y rural, con proyecciones que van en-
tre el 62 y el 74% de población concentrada en 
ciudades en contraposición de un pasado prin-
cipalmente rural y agrario.

1- “Las ciudades pequeñas mostraron la tasa de crecimiento 
promedio (un 28,5%) más alta entre 2001 y 2010, por 
encima de las ciudades metrópoli, grandes y medianas, que 
crecieron en un 17,0, un 20,8 y un 21,4%, respectivamente.” 
Fuente: Informe País-Miduvi.
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Este proceso acelerado y complejo de urba-
nización ha generado impactos importantes en 
la calidad de vida urbana, especialmente visible 
en las inequidades territoriales cada vez más 
profundas. Por un lado, se ha ido consolidando 
el modelo de barrio o urbanización cerrada, lo 
más alejada y aislada posible, donde el mercado 
oferta calidad de vida “para el que se la pueda 
pagar”. Paralelamente, se ha acentuado el cre-
cimiento informal de las ciudades, que excede 
los fenómenos de toma de tierras e involucra 
también procesos organizados y estructurados 
de mercado informal. Este segundo mecanismo 
sigue siendo la única alternativa válida para el 
acceso a la vivienda de importantes sectores de 
la población que no han podido incorporarse a 
los sistemas de incentivo a la vivienda social en 
vigor desde los años 90.

Por otro lado, principalmente en las ciuda-
des más grandes, la exclusión territorial se ma-
nifiesta con mayor fuerza en las dificultades de 
movilidad y acceso apropiado a los lugares de 
trabajo, servicios sociales, educación, etc. Esto 
es consecuencia de los procesos especulativos 
que caracterizan el mercado de suelo, que gene-
ra que tanto los programas de vivienda estatales 
como el suelo ofertado por el mercado informal 
se encuentren principalmente en sectores aleja-
dos y poco servidos.

A este fenómeno, tan común en toda América 
Latina, se suman los procesos de informalidad 
de las ciudades pequeñas y medianas. En estos 
casos, el principal obstáculo es la falta de capa-
cidad de gestión de los gobiernos locales, no 
solo para enfrentar la llegada de migraciones, 
sino también para contar con sistemas de catas-
tro, gestión y administrativos adecuados. Como 
consecuencia, muchas de estas ciudades tienen 
amplios sectores territoriales sin claridad ni se-
guridad jurídica. El caso es especialmente acen-
tuado en las ciudades de la costa de Ecuador, 

donde casi toda la ciudad podría ser considera-
da informal porque el municipio no ha sido ca-
paz de actualizar ni registrar las subdivisiones, e 
incluso las transferencias de dominio.

Poco a poco esta situación ha colocado en 
discusión las cuestiones urbanas, principalmen-
te en un país que se ha propuesto desde hace 
ocho años combatir inequidades e injusticias so-
ciales. La problemática urbana ha tomado fuer-
za principalmente luego de la promulgación de 
la Constitución de 2008, que establece princi-
pios novedosos como Derecho a la Ciudad, o 
la función social y ambiental de la propiedad.2 
Si bien estos conceptos han sido aún poco dis-
cutidos, generan nuevas oportunidades para el 
desarrollo de herramientas, mecanismos y polí-
ticas a nivel nacional y local que permitan rever-
tir la situación.

En el contexto ecuatoriano actual, el concep-
to de Derecho a la Ciudad y su aplicación están 
necesariamente ligados a las ideas del buen vi-
vir, el ser humano sobre el capital, la equidad y 
la justicia social. Se vuelve necesario, entonces, 
encontrar los mecanismos que permitan territo-
rializar políticas que ya se han hecho muy pre-
sentes en el campo económico y social. Sin em-
bargo, aún existe una fuerte concepción de que 
la gestión de los territorios urbanos es un asun-
to que compete únicamente a los municipios. 
En consecuencia, se ignora el rol fundamental 
que debe cumplir el Estado central mediante 
el establecimiento de un marco legal adecua-
do y el diseño de políticas que permitan forta-
lecer las capacidades de los gobiernos locales 

2- “Las personas tienen derecho al disfrute pleno de la 
ciudad y de sus espacios públicos, bajo los principios de 
sustentabilidad, justicia social, respeto a las diferentes 
culturas urbanas y equilibrio entre lo urbano y lo rural. 
El ejercicio del Derecho a la Ciudad se basa en la gestión 
democrática de esta, en la función social y ambiental de 
la propiedad y de la ciudad, y en el ejercicio pleno de la 
ciudadanía.” Constitución del Ecuador, artículo 31.
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—actualmente desbordados frente a procesos 
de rápida y caótica urbanización—.

La situación de informalidad urbana ha sido 
enfrentada de varias maneras. Entre las estra-
tegias con mayores grados de paternalismo han 
primado en especial los mecanismos de simple 
titulación. Lamentablemente esta política, si bien 
fortalece la seguridad de la tenencia, no genera 
mecanismos de inclusión. Los habitantes de sec-
tores informales, incluso luego de su “formaliza-
ción” o “legalización”, continúan siendo ciudada-
nos de segunda, sin plenos derechos ni deberes. 
En otras palabras, la titulación de tipo paternalista 
no genera mecanismos que permitan la formación 
de ciudadanos corresponsables en los procesos de 
construcción de la ciudad —ideal que excede ex-
tensamente a la integración vía pago de impues-
tos a la propiedad—. Paralelamente, esta política 
genera incentivos y mayor seguridad a los “trafi-
cantes de suelo”, que ofrecen predios informales 
con la promesa de que serán legalizados tarde o 
temprano por el municipio.

El proceso de regularización en Quito

La ciudad de Quito se encuentra desarro-
llando un proceso de regularización de barrios 
muy interesante, aunque poco conocido incluso 
a nivel nacional. Desde 2001 se estableció una 
oficina multidisciplinaria que centralizó el tra-
bajo legal, administrativo y técnico con el fin de 
acortar tiempos, y coordinar acciones, políticas y 
mecanismos. No obstante, lo innovador de esta 
estrategia no refiere tanto a la cuestión admi-
nistrativa, sino al esquema participativo que ha 
logrado incorporar: las organizaciones barriales 
fueron incluidas en todo el proceso de regulari-
zación y de ejecución de las obras urbanísticas.

La oficina municipal brinda asesoría legal 
y técnica a las organizaciones sociales durante 

todo el desarrollo de los proyectos urbanísticos. 
Este proceso se inicia con las gestiones para lo-
grar la transferencia de la propiedad del suelo 
a las organizaciones barriales, y continúa con el 
diseño y ejecución del proyecto específico. Sin 
embargo, no es el municipio, sino las propias 
organizaciones las responsables de su desarro-
llo. Mediante la contratación de un técnico espe-
cializado, el propio barrio establece cuáles serán 
las reformas viales y las obras de urbanización 
requeridas, así como la consolidación y ubica-
ción de las áreas verdes y recreativas. La hipo-
teca de los predios obtenidos como producto 
del fraccionamiento del terreno funciona como 
garantía para el desarrollo final del proyecto. 

Más allá de las cuestiones técnicas y de la le-
galización de las propiedades, esta política in-
corpora un concepto urbanístico que aprovecha 
las condiciones específicas de los asentamientos 
de la ciudad de Quito. Al actuar sobre barrios 
caracterizados por niveles relativamente bajos 
de consolidación, insertos en el mercado infor-
mal, la iniciativa del municipio permite gene-
rar reformas urbanísticas importantes. Entre 
los ejes más sobresalientes de esta estrategia, 
se encuentra la articulación con organizaciones 
sociales fuertes —como cooperativas de vivien-
da o comités barriales—, que en el proceso son 
convertidas en “empresas” urbanizadoras.

De esta manera, se ha logrado establecer una 
política con un enfoque distinto al de la simple 
regularización dominial, que pone énfasis en la 
incorporación de los habitantes de los asenta-
mientos como ciudadanos de pleno derecho y 
también con plenos deberes. La estrategia logra 
superar, entonces, las consecuencias potencial-
mente negativas de las políticas paternalistas 
tradicionales, que no permiten generar corres-
ponsabilidad en la construcción de ciudad. Por 
el contrario, en este caso, se trata de fortalecer 
los vínculos sociales entre los individuos y de 
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estos con su ciudad. Luego de varios años de 
la aplicación de este modelo, las organizaciones 
barriales se mantienen activas. Habiendo con-
seguido ya la ejecución de las obras de urbani-
zación, actualmente sus actividades se centran 
en cuestiones de seguridad y apoyo mutuo. De 
esta forma, la política pública municipal ha de-
mostrado no solo ser eficaz para el desarrollo de 
proyectos urbanos, sino también ser un meca-
nismo de fortalecimiento social y comunitario. 

El ejemplo de Quito ha demostrado que es 
necesario evolucionar en el desarrollo de po-
líticas públicas que permitan ir más allá de la 
simple solución de problemas inmediatos, y 
ampliar las posibilidades a través del aprove-
chamiento de las potencialidades del territorio 
y de las personas.

No será posible pensar en una verdadera 
ciudad equitativa e incluyente ni en el disfrute 
real del Derecho a la Ciudad, si no se toma en 
cuenta que más allá de la “formalidad” acep-
tada, hay varias maneras de construcción del 
hábitat, pero que no tienen por qué negarse ni 
contraponerse entre sí.
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